
La industria salmonera chile-
na reaccionó de manera negati-
va a la denuncia presentada en
un reportaje de 24 horas de
TVN, que reveló un millonario
financiamiento proveniente de
organizaciones no guberna-
mentales (ONG) de Noruega
hacia comunidades de pueblos
originarios en Chile.

La nota señaló que la ONG
Norwegian People’s Aid, que
recibe aportes del Estado de No-
ruega, habría entregado recur-
sos por US$ 500.000 (unos
$500 millones) a comunidades
indígenas. 

En abril de 2024, el medio El
Líbero indicó que Norwegian
People’s Aid había aportado
económicamente hasta 2014 a la
organización Identidad Territo-
rial Lafkenche, una de las pro-
motoras de la ley 20.249, conoci-
da como “Ley Lafkenche” y pro-
mulgada en 2008.

Este tipo de aportes de orga-
nizaciones internacionales se-
ría visto por la industria nacio-
nal como intento de obstaculi-
zar su crecimiento producti-
vo, part icularmente desde
Noruega al ser el principal
compet idor de Chi le en e l
mercado global de las exporta-
ciones de salmones.

La situación toma mayor re-
levancia debido a que comuni-
dades indígenas solicitan los
Espacio Costeros Marinos de
Pueblos Originarios (ECMPO)
—bajo la Ley Lafkenche—. Es-
ta normativa suspende la tra-
mitación de proyectos y solici-

tudes de nuevas concesiones
acuícolas mientras se revisan
los ECMPO.

Cuestionamiento
acuícola

Patricio Melero, presidente
de SalmonChile, señaló que el
“financiamiento internacional a
organizaciones locales para in-
tentar obstaculizar el desarrollo
productivo es un tema que debe
preocupar a todos los sectores,

pues genera legítimas inquietu-
des sobre transparencia y los
verdaderos propósitos de esos
financistas”. Melero sostuvo
que “acá lo relevante es que
Chile pueda desarrollar su po-
tencial productivo en el marco
de una competencia justa y
transparente, aprovechando
sus ventajas competitivas y su
gran capacidad para generar de-
sarrollo y encadenamientos
productivos en 6 regiones de la
macrozona sur del país”.

Desde el Consejo del Salmón,
que concentra cerca del 60% de la
industria local, señalaron que “la
cooperación internacional puede
ser un aporte positivo, siempre
que se realice con transparencia,
respeto institucional y apego a
buenas prácticas, resguardando
siempre el bien común”.

Si bien el gremio encabezado
por Loreto Seguel evitó califi-
car de grave este tipo de finan-
ciamiento, afirmó que el foco
debe estar puesto en “cómo se

desarrollan estas iniciativas”. Y
agregó: “Cualquier aporte de-
be ser transparente, responsa-
ble y contribuir al desarrollo de
largo plazo de las comunida-
des, sin generar distorsiones ni
afectar la confianza”.

Por su parte, Ricardo García,
gerente general de Camancha-
ca, aseguró a través de su perfil
de LinkedIn que el reportaje
expuso “el financiamiento no-
ruego a comunidades lafken-
ches, no solo para defender la
Ley Lafkenche, sino impulsar
los conflictos entre chilenos y
la obstaculización de la econo-
mía del sur de Chile”.

“El fin detrás de
eso sería frenar pro-
yectos salmoneros y
reducir la ‘amena-
za’ que representa
Chile en la disputa
por el mercado del
salmón, pues somos
su principal compe-
tidor. He planteado
varias veces el ries-
go y los daños que causan las
ONG ideologizadas y moviliza-
das por intereses particulares fo-
ráneos”, dijo el ejecutivo.

En este contexto, García seña-
ló que, “sea cierta o no la estrate-
gia de competencia desleal de
Noruega (que sería gravísimo),
lo que sí es un hecho es la total
falta de transparencia de los in-
tereses reales de quienes finan-
cian a estas ONG, así como la ur-
gencia de modificar la Ley Laf-
kenche y de exigir legalmente la
transparencia total de los finan-
ciamientos y los intereses que

hay tras ellos (...). Esperamos
que ahora sí haya agallas para
abordar estos temas y nos deje-
mos de cantinfleos”.

A través de una declaración
pública, el embajador noruego
Per Anders Nilsen señaló que
“la ONG noruega a la cual el re-
portaje hace referencia nos ha in-
formado que tuvo un proyecto
de colaboración con una ONG
chilena entre 2004 y 2014. Este
fue un proyecto independiente y
no refleja las posturas del go-
bierno noruego”. 

En esa línea, la autoridad indi-
có que “Noruega tiene una so-
ciedad civil activa que puede so-

licitar fondos del
gobierno para dis-
tintos proyectos,
tanto a nivel nacio-
nal como interna-
cional. Incluso con
organizaciones que
promueven postu-
ras políticas que no
coinciden con las
del gobierno”.

“Desde Noruega estamos feli-
ces de colaborar estrechamente
con Chile e intercambiar expe-
riencias y buenas y sanas prácti-
cas. Y a la vez, Chile decide, evi-
dentemente, sus propias políti-
cas y leyes, sin ninguna injeren-
cia extranjera”, sostuvo.

Desde el mundo político, al-
gunos parlamentarios plantea-
ron que se debe avanzar en una
iniciativa legislativa para “obli-
gar” a las ONG a transparentar
los recursos que reciben, así co-
mo también en la modificación
de la Ley Lafkenche. 

Tras aportes de organizaciones noruegas por US$ 500 mil a agrupación lafkenche:

Salmoneros exigen transparentar recursos
desde ONG a comunidades indígenas

N. BIRCHMEIER RIVERA

Industria local sostiene que estos apoyos económicos pretenden
obstaculizar su crecimiento productivo. Embajada de Noruega
aclara que aportes entregados “no reflejan las posturas del
gobierno noruego”. 

Per Anders Nilsen, embajador de
Noruega en Chile.
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La ONG Norwegian

People’s Aid entregó
aportes económicos

hasta 2014 a la
organización Identidad
Territorial Lafkenche.

Loreto Seguel, presidenta ejecuti-
va de Consejo del Salmón.
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Patricio Melero, presidente de Sal-
monChile.
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SANTIAGO DE CHILE, MARTES 24 DE MARZO DE 2026

ECONOMÍA Y NEGOCIOS

DE
PUÑO 

Y LETRA El nivel de expectación por las medidas eco-
nómicas anunciadas por las nuevas autoridades
para enfrentar el desafío de control del gasto
público no fue en vano. El ministro cumplió y
sorprendió con varias medidas que no habían
estado sobre el tapete en los meses previos.

A medida que se avanzaba en las medidas, de
fondo sonaba en mi cabeza el famoso estribillo
de “Un año más” de la Sonora Palacios (“son
quince, son veinte, son treinta...”).

Por una parte, la reducción general del gasto
de 3% del PIB. No pude dejar de
recordar “Un año más” y el paso del
tiempo, y el recorte fiscal del 1% del
PIB anunciado otro verano hace una
década por el entonces ministro
Valdés. En esa oportunidad, la
medida se ejecutó pese a los reme-
zones que ello implicaba para varias
reparticiones públicas. El desafío autoimpuesto
por el ministro Quiroz es tres veces el de Valdés,
pero en lo inmediato, posiblemente más sencilla
de poner en marcha. A diferencia del 2016, el
actual ministro dispone de la ventaja de no
enfrentarse con stakeholders internos que
resientan cortar líneas de gasto de su interés, ya
que las nuevas autoridades aún no las han teni-
do en su esfera de control como para llegar a
resentir demasiado su eventual pérdida. Pero
esa ventaja puede no bastarle al ministro para

implementar la medida cómodamente. Por una
parte, enfrentará a los stakeholders directa-
mente afectados por el recorte fiscal (no las
autoridades amigas). Por otra, si yerra en su
cálculo para compensar el menor gasto fiscal en
la demanda agregada con las medidas procreci-
miento, los recortes corren el riesgo evidente de
terminar siendo contractivos. Ello, levantará
otros afectados, quienes no trepidarán para
ponerle trabas al recorte.

También llamó la atención las propuestas en

las políticas de financiamiento de la educación
superior (CAE y gratuidad). 

Cobrarles a los morosos del CAE supone un
desafío de realizar una obligación que ya tiene la
administración. El implícito de la medida es supo-
ner que existe la facultad de no ejecutar la moro-
sidad por la Tesorería General de la República (o
el Consejo de Defensa del Estado en tribunales).
En mi cabeza, cobrar a los morosos no tiene nada
de nuevo, ni nada de revolucionario.

Pero mi mayor sorpresa fue la propuesta de

reducir el acceso a la gratuidad a personas
mayores de 30 años en Instituciones de Educa-
ción Superior (IES), es decir, en Centros de
Formación Técnica —CFT—, Institutos Profe-
sionales —IP— y en universidades —Ues—. El
único argumento esgrimido fue que la medida
estaba en la propuesta de la Comisión Marfán y
un estudio de la FNE. Ambos elementos, cuando
más, pueden ser considerados insumos en una
discusión, y no verdades reveladas.

¿Qué ha pasado con la matrícula en la educa-

ción superior en estudiantes mayores a 30 años
desde que se implementó el CAE (2006) y la
gratuidad (2016)? 

Por una parte, hubo un aumento de la matrí-
cula total en Ues de 45% entre el 2007 y 2025.
Pero el grupo de estudiantes mayores de 30
años en Ues ha permanecido estable en el tiem-
po, representando entre 9% y 10% en todos los
años desde 2007, lo que muestra que no se han
expandido como grupo, ni como resultado de la
gratuidad, ni como resultado del CAE en Ues.

Otra historia ocurre en IP, los que han au-
mentado su matrícula en casi 200% desde el
2007, y el grupo de estudiantes mayores de 30
años pasó de representar el 10% en 2007 (con
CAE) al 37% en 2025 (con CAE y gratuidad).
Algo parecido, aunque menos pronunciado, ha
ocurrido con la matrícula de los CFT y sus estu-
diantes mayores de 30 años.

O sea, el problema de sobregasto en estu-
diantes mayores de 30 años no es generalizado.
Se concentra en los IP y CFT y no en Ues. No se
trata de “quince, veinte o treinta”. Se trata de
qué estudian y dónde lo hacen. De hecho, la IES
que más absorbe gasto en gratuidad correspon-
de a un IP (DUOC).

Antes de decidir discriminar por edad en el
acceso a la gratuidad (o CAE) a educación
superior, la autoridad debe conocer el origen de
las conductas dispares entre Ues y el resto de
IES en el reclutamiento de estudiantes mayores
de 30 años. También debe comprender las
trayectorias vitales de quienes se enrolan a
partir de los 30. Restringir el gasto bien requie-
re evaluar la eficiencia y equidad de imponer
diferentes requisitos al acceso, tales como
mínimos académicos (PAES), o nivel socioeco-
nómico, y no solo edad.

Así las cosas, la medida no pinta bien, y
nuevamente se me viene el sonido de fondo: “Un
año más, que se va”.

Son quince, son veinte, son treinta...

BERNARDITA
ESCOBAR
ANDRAE

COBRARLES A LOS MOROSOS DEL CAE SUPONE
UN DESAFÍO DE REALIZAR UNA OBLIGACIÓN QUE

YA TIENE LA ADMINISTRACIÓN”.
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